PERÚ
	Estado Parte desde
	1 de marzo de 1999

	Implementación legal del Tratado
	Adoptada: 22 de julio de 2006

	Último informe del Artículo 7 remitido el
	Abril de 2008

	Artículo 4 (destrucción de existencias)
	Plazo final: 1 de marzo de 2003

Completado: Diciembre de 2001

	Artículo 3 (minas retenidas)
	Inicialmente: 9,526

Abril de 2008: 4,000


	Contaminación
	Minas antipersonal y anti-vehículo, MUSE

	Área estimada de contaminación
	0.5km2

	Artículo 5 (limpieza de áreas minadas)
	Plazo: 1 de marzo de 2009

	Esfuerzos para alcanzar el plazo
	Ninguno: solicitud de extensión

	Progreso en el desminado en 2007
	No reportado

	Víctimas por minas y REG en 2007


	Total: 48 (2006: 13)

Minas: 2 (2006: 1)

REG: 12 (2006: 12)
IEDs activados por la víctima: 34 (2006:0)

	Análisis de víctimas
	Muertos: 5 (2006: 5)
Heridos: 43 (2006: 8)



	Estimación de sobrevivientes por minas y REG
	Desconocida, pero por lo menos 350

	Capacidad de ER
	Sin cambios-inadecuada

	Disponibilidad de los servicios en 2007
	Sin cambios-inadecuada

	Progreso en los objetivos de asistencia de víctimas (AV25)
	Lento



	Financiamiento para la acción contra las minas en 2007
	Internacional: $200,000 (2006: $25,000)

Nacional: $1.3 milliones (2006: $800,000)

	Desarrollos clave desde mayo de 2007
	El índice de víctimas de 2007 representa un incremento significativo en comparación al del 2006, debido al aumento de incidentes ocurridos en las operaciones de erradicación de coca.

El 28 de marzo de 2008, Perú solicitó una extensión de 10 años a su plazo del Artículo 5 – hasta el 1 de marzo de 2019. La ICBL calificó la duración de la solicitud como excesiva. En julio de 2008, Perú remitió un Resumen Ejecutivo corregido de su solicitud pero no corrigió el periodo requerido. El 18 de agosto, Perú remitió una solicitud corregida esta vez solicitando una extensión de ocho años. 


Política de Prohibición de Minas

La República del Perú firmó el Tratado de Prohibición de Minas, el 3 de diciembre de 1997 y lo ratificó el 17 de junio de 1998, convirtiéndose en Estado Parte el 1 de marzo de 1999. El 22 de julio de 2006, Perú promulgó la ley 28824, que impone sanciones penales de cinco a ocho años de prisión a las violaciones del Tratado de Prohibición de las Minas.

En abril de 2008, Perú remitió su noveno informe del Artículo 7, cubriendo el periodo de marzo de 2007 a marzo de 2008. 

Perú participó en la Octava Reunión de Estados Partes, realizada en Jordania en noviembre de 2007, y en las reuniones intersesionales del Comité Permanente de junio de 2008. Perú hizo declaraciones sobre desminado y asistencia a víctimas en ambas reuniones. En la Reunión de los Estados Partes, Perú también remitió una declaración conjunta con Canadá, tras haberse convertido en co-presidentes del Comité Permanente sobre Desminado; en los años anteriores, ambos se desempeñaron como co-informadores.
En agosto de 2007, Perú asistió a una reunión regional realizada en Chile cuyo objetivo era analizar la implementación de las disposiciones sobre desminado (Artículo 5) del Tratado de Prohibición de las Minas, análisis que incluyó el plazo de diez años para el desminado. El 1 de septiembre de 2007, el Consejo Ejecutivo del Centro Peruano de Acción Contra las Minas (Contraminas) aprobó el “Plan Nacional de Acción contra las Minas antipersonal”, el que fue enviado posteriormente para aprobación ministerial. Este plan de acción contiene la política peruana sobre minas terrestres e incluye los objetivos y las actividades relevantes, la identificación de las áreas minadas y los recursos necesarios, así como un plan para asegurar la asistencia a las víctimas de minas antipersonal. 

Perú ha hecho pocas declaraciones formales sobre asuntos claves relacionados con la interpretación y la implementación de los Artículos 1,2 y 3, las operaciones militares conjuntas con estados no parte del tratado, el almacenamiento internacional y el tránsito de minas antipersonal, minas anti-vehículo con fusibles sensibles y dispositivos antimanipulación, y el número permitido de minas retenidas para entrenamiento.
El Perú es parte de la Convención sobre Armas Convencionales y de su Protocolo II Enmendado. Perú asistió a la Novena  Conferencia Anual de Estados Partes del Protocolo el 6 de noviembre de 2007. Desde febrero de 2006 no remite su informe anual del Artículo 13. Perú no es parte del Protocolo V sobre restos explosivos de guerra pero asistió como observador a la Primera Conferencia Anual de los Estados Partes del Protocolo, el 5 de noviembre de 2007. 

Perú participó en la Conferencia Diplomática de Dublín sobre Municiones en Racimo en mayo de 2008 y adoptó el texto final del Tratado. Fue uno de los países del Grupo Núcleo responsable de la promoción del Proceso de Oslo para prohibir las municiones en racimo y fue anfitrión de una conferencia internacional preparatoria en mayo de 2007.
Producción, Transferencia, Almacenamiento y Uso

Perú es un ex productor de minas antipersonal. 
 El Ministerio de Defensa ha declarado que el Perú nunca exportó minas antipersonal.
 Perú utilizó minas antipersonal para proteger las torres eléctricas y la infraestructura pública durante y después del conflicto interno de 1980 -1992 con las guerrillas de Sendero Luminoso y el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru, MRTA).

De 1999 a diciembre de 2001, Perú destruyó de su almacén 338,356 minas antipersonal.
 En su último informe del Artículo 7, Perú declaró poseer un almacén de 4,000 minas antipersonal retenidas para entrenamiento.
 Esto representa 12 minas menos que las almacenadas en los años anteriores.
 Perú no ha informado sobre la utilización, actual y prevista, de sus minas retenidas, tal como fue acordado por los Estados Partes en 2004. En 2005, un oficial militar dijo al Monitor de Minas Terrestres, que las minas están en manos de diferentes unidades de Ingeniería de Combate del Ejército, y son utilizadas en la instrucción sobre almacenamiento seguro y transporte de minas, no siendo destruidas, por lo tanto, durante el entrenamiento.

Utilización por Sendero Luminoso

Desde inicios de 2007, remanentes de Sendero Luminoso habrían utilizado dispositivos explosives activados por las víctimas, referidos como “trampas explosivas", a fin de proteger los campos ilegales de coca en el sector del Alto Huallaga, departamento de Huanuco, y en el departamento de San Martín. De acuerdo a los informes de una agencia periodística peruana, Inforegión, hasta mayo de 2008, 75 trampas explosivas en los departamentos de Huanuco y San Martín habían provocado 40 víctimas, entre ellos, miembros de la policía nacional, organizaciones de defensa de la ciudad (ronderos) y erradicadores de coca contratados  por el estado.
 Desde que el Monitor de Minas Terrestres fuera puesto en marcha en 1998, los únicos reportes sobre uso de minas antipersonal, o de dispositivos de minas antipersonal, por parte de Sendero Luminoso, datan de junio y julio de 2003.
 Los explosivos improvisados activados por la víctima (IEDs, victim-activated improvised explosive devices) también están prohibidos por el Tratado de Prohibición de Minas.
En junio de 2007, una nota periodística informó que dos minas antipersonal y seis IEDs fueron sembradas en el Km. 21 de la carretera Fernando Belaúnde Terry, en la provincia de Tocache, departamento de San Martín, un día antes del ataque de la guerrilla, en la que perecieron tres policías y un militar. Estas armas fueron encontradas por las fuerzas del ejército y la policía nacional. Según este informe, ninguna de las armas explotó. El Ministerio del Interior culpó a Sendero Luminoso y a los traficantes de droga.

Problema de las minas terrestres y REG

Perú es afectado por minas terrestres y restos explosivos de guerra (REG), principalmente municiones sin explotar (MUSE), en el centro del país y en la Cordillera del Cóndor, en la escasamente poblada cuenca amazónica. En 1995, durante un conflicto armado con Ecuador, fueron colocadas minas antipersonal a lo largo de la frontera, en los departamentos de Amazonas, Cajamarca, Piura y Tumbes. Sólo el departamento de Amazonas sigue afectado por minas.

En los 80, las minas también fueron sembradas para proteger la infraestructura  (principalmente, las torres eléctricas de alta tensión) contra los ataques de Sendero Luminoso y el MRTA.
 El gobierno de Perú decidió minar las torres para protegerlas después de que en 1986 Sendero Luminoso destruyera 10 torres en un día, lo que provocó un corte del fluido eléctrico a nivel nacional.
 Las minas también fueron plantadas alrededor de tres penales de máxima seguridad en 1993-1996 con el propósito de evitar que los prisioneros escaparan, asimismo, fueron sembradas aalrededor de las bases policiales anti-narcóticos como medida defensiva.

Perú ha informado que restan 35 áreas minadas por ser desminadas en el área del río Achuime y en los distritos Cenepa y Río Santiago, en el departamento de Amazonas, en el área fronteriza de la Cordillera del Cóndor. Hasta marzo de 2008, el área estimada de contaminación en esta zona era de 192,061m2 ; con 29,084 minas.
 Además, Perú ha estimado que un total de 10,500 minas siguen sembrada alrededor de: 837 torres eléctricas, tres antenas transmisores, una sub-estación de electricidad, tres cárceles de alta seguridad, y dos bases policiales. El total del área de sospechosa peligrosidad fuera de la Cordillera del Cóndor es de 334,667m2.

En 2003, se decidió que 1,711 torres eléctricas que habían sido desminadas deberían serlo nuevamente debido a que se produjeron cuatro incidentes en aquellas áreas que habían sido anteriormente desminadas. Las investigaciones determinaron que dichos incidentes fueron provocados por restos o componentes de minas no detonadas, los que se encontraban en áreas que habían sido previamente desminadas.

Infraestuctura minada hasta marzo de 2008
	 
	No. de areas minadas 
	Área minada (m2)
	No. de minas

	Torres eléctricas
	837
	315,700
	452

	Prisiones de alta seguridad
	3
	11,167
	9,048

	Bases policiales
	2
	_Desconocido
	1,000

	Antenas de transmission
	3
	1,600
	 Desconocido

	Sub-estaciones
	1
	6,200
	 Desconocido

	Infrastructura total
	846
	334,667
	10,500


Si bien el lado peruano de la frontera con Chile no se encuentra contaminado, Contraminas la lo considera un problema para el gobierno debido a que la mayor parte de las víctimas reportadas –en el lado chileno de la frontera- son ciudadanos peruanos que cruzaron la frontera de forma ilegal.
 

La mayor parte de las víctimas en Perú ha sido registrada alrededor de las torres eléctricas, donde aproximadamente 500 comunidades se encuentran en riesgo.
 Muchas de estas torres de alta tensión atraviesan las zonas andinas de montaña y las tierras de pastoreo, las que se encuentran entre los 3,000m a 5,000m de altura, y a las que sólo se puede acceder a pie. De esta forma, son adolescentes, principalmente pastores, quienes están particularmente expuestos a las minas cuando se encuentran en los campos con sus ovejas y llamas.

Programa de Acción contra las Minas

Coordinación y gestión

Según la solicitud de extensión del plazo del Artículo 5 de Perú, Contraminas fue establecido en diciembre de 2002 por decreto supremo “para centralizar la planificación y las operaciones con miras de cumplir con las obligaciones establecidas en la Convención de Ottawa  y facilitar la coordinación entre los organismos nacionales encargados de su implementación”. Contraminas, ubicado en el Ministerio de Relaciones Exteriores, contaba con tres miembros de personal hasta inicios de 2008. 

La Organización de Estados Americanos (OEA) ha asistido al Perú en materia de desminado desde mayo de 2001. La Misión de Asistencia a la Remoción de Minas en Suramérica, MARMINAS, establecida por el Comité Interamericano de Defensa en mayo de 2003 para asistir en la remoción de minas en Ecuador y Perú, provee consejería técnica a la OEA y monitorea las operaciones de desminado. 
 En 2007 y a inicios de 2008, monitores de la OEA monitorea, de Brazil y Chile, estuvieron instalados en Ecuador para apoyar al ejército peruano en las operaciones de desminado. 

En el periodo reportado, Perú y Ecuador sostuvieron tres reuniones bilaterales entre junio de 2007 y febrero de 2008.
 Según el Perú, el acuerdo fue alcanzado en estas reuniones con el fin de cooperar en el desminado humanitario en las áreas en común de la frontera, la evacuación médica de los desminadores, para compartir información sobre desminado y equipo, y para crear un centro conjunto de entrenamiento e información para desminadores.
 Otro resultado fue la primera reunión realizada entre el Centro Ecuatoriano de Desminado (CENDESMI) y Contraminas, el 8-9 de mayo de 2008, en la cual se acordó la realización de reuniones bianuales. 
En agosto de 2007, Perú asistió a una reunión regional sostenida en Santiago, Chile, para considerar la implementación de las disposiciones sobre desminado (Artículo 5), incluyendo el plazo de desminado de 10 años. 
Las Fuerzas Armadas Peruanas siguieron los procedimientos elaborados por Contraminas en 2004 y el manual técnico del ejército elaborado en 2002, los cuales se basan en estándares internacionales.
 El desminado realizado por la policía también sigue el manual del ejército, el cual tiene un capítulo dedicado a los procedimientos de desminado para las torres eléctricas de alta tensión.

Estatus del planeamiento estratégico de la acción contra las minas

En la Séptima Reunión de los Estados Partes en septiembre de 2006, se declaró que los objetivos del Plan Nacional de Acción contra las Minas eran: identificar todos los campos minados antes del 1 de marzo de 2007; completar el desminado de 1,711 torres eléctricas antes del 1 de julio de 2007; desminar las estaciones de policía antes del 1 de julio de 2008; desminar el resto de las torres y las prisiones antes de marzo de 2009; y finalizar el desminado del distrito de Santiago antes del 1 de marzo de 2009. Los plazos para el desminado de los distritos del Cenepa y Achuime, en el departamento de Amazonas, se fijarían más adelante.
 En enero de 2007, sin embargo, Perú anunció que no sería capaz de cumplir con su plazo de 2009 debido a que el tiempo y el financiamiento para  finalizar el desminado de las áreas fronterizas con Ecuador no eran suficientes.
 Perú presentó en las reuniones del Comité Permanente un borrador de solicitud para una extensión de 10 años en abril de 2007.
 
El 1 de septiembre de 2007, el Consejo Ejecutivo de Contraminas aprobó el “Plan Nacional de Acción contra las Minas Antipersonal”, el que fue posteriormente remitido para aprobación ministerial. Este plan de acción incluye los objetivos y las actividades principales para la acción contra las minas, la identificación de las áreas minadas y los recursos necesarios, así como un plan para asegurar la asistencia a las víctimas de minas antipersonal.

Integración de la acción contra las minas con la reconstrucción y el desarrollo.

Aunque el Banco Internacional de Desarrollo y la Corporación Andina de Desarrollo comprometieron más de U$1mil millones para asistir el desarrollo en la región fronteriza entre Perú y Ecuador
, y aunque las áreas minadas en el lado peruano de la frontera se encuentra en zonas altamente empobrecidas, el gobierno del Perú no ha reportado jamás vínculo alguno entre el desminado y el desarrollo, más allá de la posibilidad de extraer minerales en el área de la Cordillera del Cóndor luego que todas las minas sean removidas.

El acuerdo de paz que dio fin a la disputa territorial entre Perú y Ecuador incluyó la creación de parques nacionales de administración conjunta en la llamada Área Transfronterizas Protegidas de la Cordillera del Cóndor. Los “parques de paz”, como son conocidos, son ricos en biodiversidad y generan interés para el eco-turismo. Una revista de viajes incluyó a los parques de paz de Perú y Ecuador en una lista mundial de los diez principales viajes a realizar, pero hizo una precisión para “ser cuidadoso de las zonas minadas no demarcadas”. 

Evaluaciones de la Acción contra las Minas 

En enero de 2008, el Centro Internacional de Ginebra de Desminado Humanitario (CIGDH) condujo una evaluación de la Estrategia de Acción contra las Minas de la Comisión Europea (CE) 2005-2007 en América Latina, incluyendo un estudio de caso en Perú. La evaluación se centró en la estrategia de acción contra las minas de la CE y los asuntos de programación a nivel de país.
 Hasta julio de 2008, los resultados de la evaluación no estaban disponibles públicamente.
Desminado

La Dirección General de Desminado Humanitario, DIGEDEHUME, del Ejército Peruano, es responsable del desminado en la frontera con Ecuador. El desminado de las torres eléctricas de alta tensión es de responsabilidad de las compañías de electricidad de propiedad privada, ETECEN, EDEGEL y CAHUA, que contrataron una unidad especializada de la Policía Nacional, la División de Seguridad Contraminas (DIVSECOM). Anteriormente, los Servicios Industriales de la Marina condujeron las operaciones de desminado alrededor de las torres.

Identificación, demarcación y cerco de áreas afectadas

Tras finalizar la guerra con Ecuador, Perú negó inicialmente haber utilizado minas terrestres. Sin embargo, hacia fines de 1998,  las “Familias Shuar y Achuar de la Frontera” y la Coordinadora de las Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica (COICA) del Ecuador demandaron la remoción de minas a lo largo de las fronteras y remitieron a la comunidad internacional una declaración conjunta, solicitando a los gobiernos de ambos países el desminado de la frontera. En los años siguientes, Perú dio información de forma paulatina sobre su problema de minas terrestres a través de sus informes del Artículo 7, los que, según Contraminas, se basaban en información dada por los militares y las personas que vivían en las áreas afectadas por minas. Hasta agosto de 2008, ninguna evaluación nacional había sido conducida.  

En 2000, el gobierno peruano estimaba que habían aproximadamente 120,000 minas antipersonal a lo largo de la frontera con Ecuador. Dos años después, debido a los incidentes por minas, Perú dio información adicional sobre la contaminación existente en los departamentos del norte de las zonas fronterizas. Un estudio independiente publicado en 2000 por la Defensoría del Pueblo, así como algunas notas periodísticas, afirmaban que las torres eléctricas de alta tensión constituían una gran amenaza para la población civil en Perú. En mayo de 2005, la nueva administración de las cárceles del Instituto Nacional Penitenciario (INPE) fue informada por vez primera sobre la contaminación por minas existentes en algunas prisiones. Pese a que son mencionadas, la información sobre las 35 áreas que siguen minadas en la frontera con Ecuador sigue siendo vaga en la solicitud extensión del plazo del Artículo 5 hecha por Perú. 

El número de minas antipersonal existentes en las bases  policiales de Santa Lucía, departamento de San Martín, y en la base policial de Tulumayo, departamento de Huánuco, es desconocido. La Dirección Nacional Antidrogas y la Unidad de Operaciones Especiales reportaron que no más de 500 minas antipersonal fueron sembradas en cada base. También se afirmó que éstas habían sido removidas pero la información que confirmaría el desminado no está disponible; por lo tanto, estas bases son aún consideradas como minadas hasta que sean conducidos estudios técnicos. 

Remoción de minas y REG en 2007 y 2008 

La solicitud de extensión del plazo del Artículo 5 del Perú contiene información que describe el problema original de las minas en Perú, y da cuenta de lo que falta por hacer. Con excepción de 1999-2000, cuando más de 200,000m2 de tierra fueron desminados en la frontera con Ecuador, y cuando 1,600 minas fueron encontradas y destruidas, los esfuerzos de desminado del Perú se han centrado en el desminado de 2,519 torres eléctricas.

Perú no ha dado información completa sobre el desminado en 2007. Su último informe del Artículo 7 declara que alrededor de las torres eléctricas, 112 minas antipersonal fueron destruidas entre el 15 de marzo de 2007 y el 29 de marzo de 2008, mientras 170 minas más fueron destruidas en el área de Chiqueiza, distrito Río Santiago (departamento de Amazonas), en la Cordillera del Cóndor. 
 El área cubierta por este desminado no ha sido determinado.

De 1998 a diciembre de 2007, 34 de 69 áreas minadas en la frontera con Ecuador fueron desminadas, con la destrucción de 1,722 minas, mientras 82,123 minas antipersonal fueron encontradas y destruidas en un área de 685,400m2, alrededor de 1,682 torres eléctricas.
 Contraminas se ha encargado del aseguramiento de calidad de estas áreas, luego de haberse finalizado las tareas de desminado.

Resumen de los Esfuerzos para cumplir con el Artículo 5

Según el Artículo 5 del Tratado de Prohibición de las Minas, el Perú debe destruir todas las minas antipersonal en las áreas minadas que están bajo su jurisdicción o control lo antes posible, pero no después del 1 de marzo de 2009. En los años anteriores, Perú declaró varias veces que cumpliría con su plazo del Artículo 5. En noviembre de 2005, un acuerdo OEA-CE para el desminado conjunto en Perú y Ecuador estableció que las actividades financiadas deberían permitir al Perú “alcanzar el objetivo de declarar su territorio nacional libre de minas antipersonal en 2010”.
 Un año después, en septiembre de 2006, Perú informó a otros Estados Partes que desarrollaría un plan nacional para la acción contra las minas a fin de completar el desminado en 2009. Perú declaró que todos los campos minados asociados con las 1,711 torres eléctricas de alta tensión, estarían desminadas para el 1 de julio de 2007; asimismo, determinó que todas las estaciones policiales estarían desminadas para el 1 de julio de 2008 y que el resto de las torres eléctricas deberían desminarse para marzo de 2009.

En octubre de 2006, sin embargo, habiéndo decidido que no podría desminar las 35 áreas peligrosas de la Cordillera del Cóndor para 2009 y, por lo tanto, que no podría cumplir con el plazo del Artículo 5, Perú desarrolló una estrategia de 12 años para 2007 – 2019.
 Perú presentó un borrador de solicitud para una prórroga del plazo en las reuniones del Comité Permanente de abril de 2007.
 El 28 de marzo de 2008, Perú solicitó una extensión de diez años  para su plazo del Artículo 5 –hasta el 1 de marzo de 2019.

Muchas razones fueron citadas para explicar el porqué del no cumplimiento del plazo establecido para con las disposiciones del Artículo 5: rotación de las tropas, logística, clima, falta de soporte de helicópteros y, probablemente, una caída en la economía. No obstante, después de dos años productivos, 1999 y 2000, cuando 34 áreas minadas que cubrían 298,954m2 fueron desminadas, el programa de desminado de la frontera de Perú sólo ha desminado 33,000m2 en los ocho años siguientes. En su solicitud de extensión, Perú no incluyó sus planes para aumentar su capacidad de desminado, pese al pobre progreso alcanzado hasta el momento. Perú remitió un plan operacional para limpiar todas las áreas minadas alrededor de las torres eléctricas de alta tensión, las antenas retransmisoras, los penales y las estaciones policiales para el 2010.
En mayo de 2008, la ICBL señaló que “pese a las dificultades de terreno, la concesión de una extensión de 10 años no es recomendable para un país que no ha manejado adecuadamente la contaminación de su frontera con un país ex adversario. Una prórroga de no más de seis años es recomendable y Perú debería reenviar un plan operacional que incluya el número de desminadores, logística y comunicaciones, así como los nuevos acuerdos con Ecuador.
  El 3 de julio de 2008, Perú remitió un “Resumen Ejecutivo” corregido, el cual incluyó declaraciones sobre la instauración de un centro de entrenamiento para capacitar a más desminadores, todo ello con el objetivo de mejorar los resultados del desminado. Perú también declaró que aseguraría el apoyo de helicópteros para las evacuaciones.
 El incremento de desminadores, sin embargo, no incluyó una disminución en el periodo de desminado de todas las áreas contaminadas conocidas, asimismo, tampoco se indicó fechas para el establecimiento del centro de entrenamiento y para la capacitación de más desminadores. El 18 de agosto, Perú remitió una solicitud revisada, esta vez solicitando una prórroga de ocho años.

Víctimas por minas terrestres y REG

En 2007, el Monitor de Minas Terrestres identificó por lo menos 48 víctimas por minas, REG e IEDs activados por la víctima, en las que se incluía cinco personas que murieron y 43 que resultaron heridas.
 Dos fueron víctimas de minas antipersonal, 12 de REG y 34 de IEDs activados por la víctima, sembrados para prevenir la erradicación de los cultivos ilegales de coca. En 2007, un número no especificado de incidentes resultaron en la muerte de un civil erradicador de coca; otros 18, así como los 13 policías que los protegían, fueron heridos.  Los IEDs activados por la víctima, sembrados para evitar la erradicación de las hojas de coca, también causaron la muerte de un civil, quien pisó uno de estos artefactos de camino a su casa, e hirió gravemente a un niño.
 La policía y los medios de comunicación afirmaron que las “trampas explosivas” fueron probablemente instaladas por Sendero Luminoso.
 En octubre de 2007, Contraminas, DIVSECOM y DIGEDEHUME discutieron sobre este tema y concluyeron que no estaban dentro de su mandato. Hasta mayo de 2008, el Ministerio del Interior era el responsable de la desactivación de los artefactos explosivos improvisados (IEDs).

Por lo menos ocho de las víctimas en 2007 fueron niños (una niña y siete niños), casi todas -con excepción de una- fueron provocadas por REG. Dos niños fueron heridos mientras recolectaban restos de metal (chatarra) en un campo policial de entrenamiento.
 La recolección de deshechos metálicos originaron ocho víctimas –una familia que recolectaba restos metálicos en un campo frecuentemente utilizado para prácticas de las fuerzas armadas, en la provincia de Zarumilla.
 Un policía desminador resultó herido por una mina antipersonal cerca de una torre eléctrica en Barba Blanca (provincia de Huarochiri).
 Dos incidentes más se produjeron cerca de las torres eléctricas.

El índice de víctimas de 2007 constituye un incremento significativo con respecto del número de víctimas reportado en 2006, 13 víctimas (cinco fallecidos y ocho heridos).
 No obstante, este incremento se debe en gran parte a un aumento en la atención de los medios de comunicación por los incidentes producidos durante las operaciones de erradicación de los cultivos ilegales de coca.
 
La Asociación de Víctimas y Sobrevivientes de Campos Minados, AVISCAM, reportó un incidente por “mina o REG” adicional ocurrido cerca de una torre eléctrica en enero de 2007, en la provincia de Yauli, el que hirió a un niño de 16 años. No obstante, Contraminas y DIVSECOM concluyó que el incidente fue resultado de la manipulación de fuegos artificiales.

En 2007, un peruano murió tras pisar una mina antipersonal en el norte de Chile, mientras cruzaba un área minada con el propósito de reingresar al Perú.
 
Las víctimas de los IEDs utilizados para evitar la erradicación de la coca siguieron registrándose en 2008; dos ronderos murieron mientras guiaban a una patrulla del ejército que buscaba a miembros de Sendero Luminoso en el distrito de Chungui (provincia de La Mar).

Recolección de datos

Contraminas registra a las víctimas de minas terrestres en su base de datos del Sistema de Gestión de Información para la Acción contra las Minas (IMSMA, Information Management System for Mine Action), tras recibir información del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), el ejército, la policía, AVISCAM y la Defensoría del Pueblo.
 Contraminas reconoció que los datos de las víctimas estaban incompletos, determinando en la Octava Reunión de Estados Partes que se trataba de un “proceso constante que necesitaba de mantenimiento permanente”.

En 2007, Contraminas inició en la provincia de Lima, visitas a hogares para evaluar las necesidades de 20 sobrevivientes de minas y REG, como parte de la primera fase del Proyecto Piloto de Asistencia a Víctimas apoyado por la OEA; 
 este proyecto había sido planificado desde 2004.
 En agosto de 2007, sin embargo, un representante de Contraminas declaró que, hasta ese momento, el proyecto piloto había progresado notablemente “en lo intelectual” pero no a nivel práctico.

Se afirmó que DIGEDEHUME conducía estudios de impacto en las zonas fronterizas con Ecuador, que incluyen información sobre las víctimas.

El número total de víctimas por minas y REG en Perú es desconocido. En noviembre de 2007, Perú determinó que habían 317 víctimas por minas en el país: 306 hombres y 11 mujeres, incluyendo a 99 civiles. Alrededor del 56% de los incidentes ocurrieron cerca de las torres de electricidad y 44% en las zonas fronterizas. Perú más adelante declaró que el 90% de las víctimas “había sido completamente identificado”.
 Hasta abril de 2008, sólo fue agregada una víctima, el peruano muerto en Chile, dando como resultado 318 víctimas registradas desde 1991 (49 muertos, 265 heridos y cuatro desconocidos).
 Contraminas también registró 107 sobrevivientes por REG hasta junio de 2008,
 pero estos datos están incompletos y no han sido ingresados en la base de datos IMSMA debido a que las víctimas por REG “no se encuentran bajo el mandato de Contraminas”.

AVISCAM señaló en agosto de 2007 que había más de 500 víctimas por minas y REG, pero que la gente prefería no ser registrada como tal por temor a ser calificada como miembro de Sendero Luminoso.
 El CICR añadió que muchos de los reportes de víctimas dados a la policía a nivel provincial no llegaron a Contraminas y que era necesaria una amplia evaluación.

El Censo Nacional 2007 sobre Hogares y Población encontró que el 10.9% de hogares tenía por lo menos un miembro con una discapacidad (735,400 hogares). El departamento de Amazonas afectado por minas registró el porcentaje más bajo de personas con discapacidad (7.4%).

Educación sobre riesgo por minas terrestres y REG

En su solicitud de extensión del plazo del Artículo 5, Perú informó que los pastores, principalmente niños, son quienes se encuentran en mayor riesgo por las minas antipersonal existentes alrededor de las torres eléctricas de alta tensión debido a su “falta de conocimiento sobre los riesgos y el fracaso de las autoridades locales y regionales para darles información”.

La educación sobre el riesgo (ER) por minas y REG, a menudo provista de forma conjunta con la actividad de desminado, fue dirigida a la población que vive cerca de las torres eléctricas del departamento de Lima y a la que vive a lo largo de la frontera con Ecuador. La ER fue provista por el ejército, AVISCAM, Contraminas, DIVSECOM, el CICR
 y el Ministerio de Educación. 
 La OEA y EDEGEL dieron soporte técnico y financiero. 
 En 2007, por lo menos 8,342 personas recibieron ER. 
En respuesta al incremento del número de víctimas por IED activadas por la víctima registradas durante la erradicación de los cultivos de coca, el Ministerio del Interior lanzó una campaña de prevención a fines de 2007 en las ciudades de Pucallpa (provincia de Coronel Portillo, departamento de Ucayali), Tingo María (provincia de Leoncio Prado, departamento de Huánuco) y la provincia de Tocache (departamento de San Martín). La campaña difundida por TV y radio, denominada “Campos que matan”, se dirigió a la población que vive cerca de los cultivos de coca, y hacía un llamado para que la gente informara a las autoridades locales sobre cualquier actividad peligrosa.
 La ER también fue provista a los niños residentes en áreas cercanas a las zonas donde se produjeron recientes incidentes. Las estadísticas sobre el número de personas beneficiadas no están disponibles.

Contraminas no intentó evitar el acceso de civiles a las zonas militares y policiales donde se registraron incidentes producidos por la recolección de restos de metales, debido a que no tiene el mandato para hacerlo.

Contraminas coordina todas las actividades ER y conduce reuniones internas con agentes relevantes, por ejemplo, la policía y el Ministerio de Educación, antes de realizar nuevas campañas de ER. Todos los operadores de ER trabajaron en coordinación permanente con Contraminas.
 La ER no fue incluida en las metas de acción contra las minas de Perú para 2002-2006. Aunque se afirmó que la nueva estrategia de acción contra las minas para 2008-2019 incluye a la ER,
 ésta no había sido aprobada hasta el 7 de agosto de 2008 y los detalles sobre su contenido no estaban disponibles. 

La ER se lleva a cabo principalmente a través de capacitaciones de un día, los medios de comunicación, el teatro y la música dirigidos a escolares, y de otras actividades ad hoc realizadas en comunidades donde se aplicó el desminado o donde  se produjeron incidentes recientemente.
 En su último informe del Artículo 7, Perú informó que se colocaron vallas cerca de las zonas minadas y que fueron distribuidos afiches y folletos que describían las formas de evitar los incidentes por minas.
 Los medios reportaron que en algunos lugares las señales de peligro colocadas alrededor de las torres eléctricas habían desaparecido y que los alambres de púas de los cercos habían sido robados. En otros lugares, los campos minados fueron cercados pero la gente que trabaja cerca de las torres o los recolectores de metal no habían sido prevenidos del peligro. En otros casos, la destrucción de minas dejaron MUSE: por ejemplo, en marzo de 2007 un niño fue herido por un fusible de una mina DEXA, el incidente se produjo cerca de una torre eléctrica que supuestamente había sido desminada.

En noviembre y diciembre de 2007, AVISCAM, Contraminas, DIVSECOM, EDEGEL y el Ministerio de Educación organizaron 12 talleres de un día en escuelas ubicadas en comunidades cercanas a las torres eléctricas de alta tensión en la provincia de Lima; 7,461 personas (estudiantes y profesores) fueron beneficiadas. Cortas sesiones de teatro también fueron presentadas ante todos los miembros de la comunidad.
 

En 2007, AVISCAM proporcionó ER básica a personas y comunidades en riesgo. En marzo de 2007, AVISCAM organizó en la provincia de Lima una sesión de ER de un día dirigida a trabajadores encargados del mantenimiento de las torres eléctricas.
 En septiembre y octubre de 2007, AVISCAM organizó talleres de un día de ER en la provincia de Lima, en tres escuelas localizadas cerca de los lugares donde se produjeron recientes incidentes; 881 personas (profesores, estudiantes y familiares) fueron beneficiadas.
 

En el marco del proyecto de acción contra las minas en la Cordillera del Cóndor, fueron programadas seis campañas de ER dirigidas a 149 comunidades en el departamento de Amazonas.
  Estas actividades fueron conducidas en las comunidades de Escudero y Papaycu, a lo largo del río Santiago y en Santa María de Nieva, en la provincia de Condorcanqui.
 Ninguna actividad fue reportada en las zonas del Cenepa y el río Achuime, aunque estas zonas fueron incluidas en el plan. 
 El CICR y la OEA dieron asistencia.

Como parte de su taller sobre Derecho Internacional Humanitario, el CICR llevó a cabo un taller de un día de entrenamiento a capacitadores de ER dirigido a 21 profesores en marzo de 2007.

Asistencia a Víctimas

En la Octava Reunión de los Estados Partes, Perú dijo que en el campo de la asistencia a las víctimas (AV) “faltaba mucho por hacer” para garantizar que los sobrevivientes de minas reciban los servicios necesarios para lograr su amplia reintegración. Añadió que “la tarea es larga, compleja y difícil, pero que tenemos la firme intención de garantizar (a los sobrevivientes de minas) sus derechos a la salud, bienestar y desarrollo integral”.

En 2007, la mayor parte de las personas con discapacidad en Perú no recibieron servicios adecuados.
  Aunque los servicios especializados de atención médica de emergencia y rehabilitación física existían en Lima, no todos estaban a disposición de los sobrevivientes civiles de minas y REG ; y los servicios en las zonas rurales eran limitados. 
 La policía y el ejército otorgan pensiones y asistencia completa a su personal herido por minas y REG.
  
Como ocurrió en los años anteriores, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos reportó en junio de 2008 que, pese a un incremento de los servicios de salud existentes a lo largo del país, 25% de la población carecía de facilidades para acceder a ellos debido a razones económicas y geográficas.
 La atención médica de emergencia para las víctimas de minas y REG dependió del lugar donde se produjo el incidente y de la disponibilidad de los servicios de transporte de emergencia. Los centros de salud regionales y locales carecen de financiamiento y personal capacitado.
 En 2007, una víctima fue llevada por su madre, en brazos y “durante horas”, antes de llegar a una estación de policía desde dónde el niño fue transportado en helicóptero hacia el hospital más cercano. 
Los servicios de rehabilitación sólo existen en el Instituto Nacional de Rehabilitación, INR, ubicado cerca de la capital, Lima, siendo de difícil acceso para la mayoría de los sobrevivientes.
 Los servicios de asistencia fisioterapéutica y psicosocial son gratuitos 
 pero los pacientes deben pagar por las prótesis y ortesis (a precios de costo), el viaje y el alojamiento.
 La calidad y cantidad de los aparatos fabricados deben mejorar.

Los centros regionales de salud del Ministerio de Salud también tienen personal y equipo para proveer servicios básicos de rehabilitación.
 Existen servicios de rehabilitación basada en la comunidad (RBC) en los barrios pobres de Lima y se ha proyectado expandirlos a otras partes del país. Hasta junio de 2008 esto no se había producido debido a falta de financiamiento.

Los civiles poseedores de un certificado de discapacidad, que han demostrado que dicha condición les impide trabajar, reciben una pequeña pensión del gobierno.
 En noviembre de 2007, Perú declaró que el Consejo Nacional de Reparaciones por la Violencia Política había modificado su reglamento de tal forma que las víctimas por minas y sus familias puedan ser beneficiadas por una compensación colectiva.

Perú tiene una legislación que protege los derechos de las personas con discapacidades. El gobierno no ha otorgado recursos suficientes para fortalecer la ley e implementar actividades, y muchas personas fueron marginadas económica y socialmente.
 En 2008, una reforma en la Ley General sobre las Personas con Discapacidades fue iniciada.
 El 30 de enero de 2008,  Perú ratificó la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidades de las Naciones Unidas y su Protocolo Opcional.

Progreso para alcanzar los objetivos de la asistencia a víctimas AV25

Perú es uno de los 25 Estados Partes con un número significativo de sobrevivientes por minas y con “la máxima responsabilidad de actuar pero también con las más grandes necesidades y expectativas para su asistencia” a través de la provisión de servicios adecuados de cuidado médico, rehabilitación y reintegración de los sobrevivientes. 
 Como parte de su compromiso con el Plan de Acción de Nairobi, Perú presentó sus objetivos 2005-2009 en la Sexta Reunión de Estados Partes en 2005.
 Perú no ha actualizado estos objetivos desde entonces, así como no ha desarrollado planes formales para alcanzarlos.  

Los plazos para siete de los nueve objetivos han culminado sin que algún progreso significativo haya sido reportado. Más aún, sólo uno de los objetivos se refiere a la actual implementación de las actividades: “trabajo con representantes de grupos de sobrevivientes, como AVISCAM, para facilitar el acceso a los servicios que ofrecen apoyo psicosocial…”
 Todos los objetivos restantes se relacionan con la compilación/verificación de información y con la planificación de estrategias. El desarrollo de una estrategia para “proveer asistencia directa y apropiada a todos los sobrevivientes por minas registrados” sólo está previsto para 2009,
 lo que probablemente significa que el Perú no tiene intenciones de comprometerse en la mejora de la calidad de vida de los sobrevivientes antes de dicha fecha.
En sus declaraciones de noviembre de 2007 y junio de 2008, Perú proveyó información general sobre los órganos del gobierno y las políticas relacionadas con los asuntos sobre discapacidadlas actividades conducidas por el INR, el proyecto piloto de Contraminas y la AV en el plan de acción contra las minas 2008-2019. Perú no informó sobre el progreso alcanzado en lo referente directamente a sus objetivos 2005-2019, aunque sí sobre los objetivos que sufrirán un probable retraso (ver abajo).
 En las reuniones intersesionales del Comité Permanente en junio de 2008, un experto en AV participó junto con la delegación peruana, lo que no ocurrió en la Octava Reunión de Estados Partes. En el formulario J de su último informe del Artículo 7 se reportó que existía información limitada sobre las estadísticas de las víctimas y los beneficiados.
 
Asistencia a las víctimas y marco estratégico

Contraminas coordina todas las actividades de acción contra las minas, incluyendo la Asistencia a Víctimas (AV), y un grupo de trabajo fue creado en 2006.
 Este grupo es responsable de desarrollar una estrategia de AV, pero en 2007 y 2008 se reunió de forma irregular.
 El representante de Contraminas informó que esta estrategia es necesaria, de otra forma, “varios sectores no se sienten obligados a proveer asistencia y asignar fondos para esto”.
 En marzo de 2008, la ONG con base en Estados Unidos, Polus Center comenzó a explorar posibilidades de asistencia para este grupo de trabajo, con el fin de ayudarles en el desarrollo de una estrategia;
 hasta agosto de 2008, esta ONG seguía buscando financiamiento.

En noviembre de 2007, Perú anunció que Contraminas había aprobado el borrador del plan de acción contra minas 2008-2019, el que tiene por objetivo “asegurar la asistencia a las víctimas de minas antipersonal, incluyendo atención médica, rehabilitación física y psicosocial, prótesis, reinserción económica y reintegración social”.
 En las reuniones del Comité Permanente de junio de 2008, Perú presentó los objetivos de AV del plan, los que son ampliamente similares a sus objetivos 2005-2009
: identificar/registrar a las víctimas por minas antes del 1 de marzo de 2009 (mismo plazo); identificar los servicios disponibles antes de julio de 2008 (pospuesto desde 2006
); desarrollar un proyecto piloto de AV en 208 (planificado desde febrero de 2004
) e; implementar un plan AV (sin plazo).

La política de Estado para con los sobrevivientes de minas es parte de su “Plan de Igualdad y Oportunidades para las Personas con Discapacidades 2007-2016”, el que es diseñado para mejorar la calidad de vida de todas las personas con discapacidades a través del incremento del acceso a los servicios y de una acción afirmativa. El Plan Nacional de Salud del Ministerio de Salud también incluye objetivos para mejorar el acceso a la atención médica para las personas con discapacidades.
 En noviembre de 2007, se informó que el Ministerio de Salud estaba desarrollando un plan para cubrir la asistencia médica de los sobrevivientes por minas bajo el plan de seguridad médica nacional.
 Hasta abril de 2008, dicha política estaba pendiente de aprobación.

En junio de 2007, el Consejo Nacional para la Integración de la Persona con Discapacidad, CONADIS, responsable de las políticas de discapacidad, fue transformado en la Dirección General de la Persona con Discapacidad, DGPD, bajo responsabilidad del Ministerio de la Mujer y el Desarrollo Social.
  No obstante, el 13 de diciembre de 2007, la Ley 29146 reinstituyó CONADIS como una entidad autónoma, encargada de promover los derechos de las personas con discapacidades.

Los departamentos son responsables de incorporar asuntos de discapacidad en las políticas regionales, y las municipalidades son responsables de la coordinación e implementación de actividades relevantes.
  La Defensoría para las Personas con Discapacidades acoge las denuncias de discriminación.
 

En 2007, Contraminas dio inicio a la primera fase del Proyecto Piloto de Asistencia a las Víctimas, en cooperación con el Ministerio de Salud, el INR y el Instituto Nacional de Oftalmología. Se disponía de financiamiento a través de la OEA, la cual tenía recursos para asistir a 23 personas. Sin embargo, varios sobrevivientes no estuvieron de acuerdo con participar y otros no pudieron ser localizados. Contraminas citó como razones de esto último a la creciente migración interna y la falta de una “cultura del registro”.
 Como resultado, sólo cinco personas recibieron tratamiento en el INR entre junio de 2007 y junio de 2008.
 En junio de 2008, el INR reportó que un sobreviviente más había finalizado su tratamiento en 2007 y que uno más lo iniciaba en 2008; se desconocía si ellos habían recibido dichos tratamientos a través del proyecto piloto.
 En 2008, el INR también puso en marcha un curso de entrenamiento en rehabilitación dirigido a 120 profesionales de la salud; hasta junio de 2008, dos de los seis grupos habían recibido capacitación.

AVISCAM facilitó el tratamiento medico y la provisión de aparatos de movilidad a 10 sobrevivientes de minas, dos de los cuales habían sido identificados para el proyecto piloto.
 Contraminas y AVISCAM también trabajaron en un proyecto para incluir a los sobrevivientes de minas en el planeamiento de ER y AV, así como “observadores” de las operaciones de desminado humanitario.

En marzo de 2007, CONADIS reabrió el Centro para Formación Técnica y Ocupacional en El Callao; dichos servicios no son gratuitos.
 Este centro condujo cinco cursos de capacitación de tres meses de duración, dirigidos a 120 personas con discapacidades, entre marzo de 2007 y mayo de 2008. En octubre de 2007, CONADIS también dio inicio a talleres gratuitos sobre diseño de proyectos pero se desconoce si participaron sobrevivientes.

El Fondo Especial para la Discapacidad (FED) del CICR entregó al INR materiales para proveer con prótesis y ortesis a 50 pacientes, del mismo modo, al Hogar Clínica San Juan de Dios, HCSJD, para también beneficiar a 50 pacientes. El HCSJD es una organización caritativa que trabaja principalmente por niños y jóvenes pobres con discapacidades. Necesita de personal más calificado y posee equipos obsoletos; no recibe apoyo del gobierno local o central. Ambos centros también recibieron apoyo técnico y visitas de seguimiento. Dos técnicos recibieron capacitación en el uso de tecnología polipropileno en el centro regional del FED en Managua, Nicaragua. Se discutió sobre una futura cooperación pero “parece sufrir algunas limitaciones por los procedimientos burocráticos existentes” en el INR.

Apoyo para la Acción contra las Minas

Perú ha informado un costo total estimado de $17,944,207 (€13,087,453) para cumplir con sus obligaciones de desminado durante el periodo de prórroga solicitado de 2009 a 2019. De este total, $16,236,207 (€11,841,738) es requerido para las operaciones de acción contra las minas realizadas por el ejército y $1,708,000 (€1,245,715) para las operaciones realizadas por la policía nacional. Se estima que el financiamiento para la policía nacional será requerido sólo durante 2009 y 2010.
 El Monitor de Minas Terrestres no está al tanto de ningún costo estimado a largo plazo para cumplir con las necesidades de ER y AV en Perú.

La solicitud de extensión del plazo del Artículo 5 de Perú considera que el financiamiento nacional e internacional y la implementación de dichos fondos como las amenazas más significativas al cumplimiento del plan dentro de los plazos establecidos. Los factores de riesgo incluyen la falta de financiamiento nacional e internacional y el pobre planeamiento y la gestión de recursos de la parte de las agencias encargadas de la implementación. 

La solicitud de extensión de Perú cita como parte de las razones de su imposibilidad de cumplir con el plazo de 10 años para el desminado al retraso en la recepción del financiamiento internacional, ocurrido entre 2000 y 2005, y a la falta de un financiamiento fijo para la programación de la acción contra las minas de la policía nacional. La solicitud recomienda encontrar alternativas de solución para los problemas de movilización de recursos, incluyendo el establecimiento de acuerdos de financiamiento con negocios públicos y privados afectados por la contaminación por minas.

Ecuador y Perú continuaron en 2007 coordinando la movilización de recursos como parte de sus esfuerzos generales de cooperación en la acción contra las minas. En 2007, Ecuador y Perú llevaron a cabo reuniones conjuntas con donantes internacionales a fin de asegurar asistencia financiera y técnica.

Soporte nacional para la acción contra las minas

Perú reportó contribuciones de $1,303,397 en fondos nacionales destinados a la acción contra las minas en 2007, consistentes en $915,497 para el ejército y $387,900 para la policía nacional. Perú informó previamente contribuciones de $795,413 en 2006, pero en marzo de 2008 había corregido dicho dato indicando que la contribución fue de $807,558. 
 Perú restableció la acción contra las minas como un ítem específico en el presupuesto nacional en 2006, luego de haberlo suspendido en 1999.
 En julio de 2008, el Perú reportó que las contribuciones para la acción contra las minas hasta la fecha era de $4,943,336.

Del los $16.2 millones requeridos para las operaciones de acción contra las minas del ejército de 2009 a 2019,  se estima que, hasta marzo de 2008, $1,708,000 habían sido otorgados por fondos nacionales, cubriendo los años de 2009 y 2010. De los $1.7 millones requeridos por la policía nacional para 2009 y 2010, se estima que hasta marzo de 2008 $1,248,000 habían sido otorgados por fondos nacionales.
  Perú ha declarado que solventará la mayor parte de los costos totales asociados con su solicitud de extensión del Artículo 5. De los $17,944,207 requeridos, Perú se ha comprometido a dar $11,984,207 provenientes de los fondos del estado. 

Asistencia y cooperación internacional

En 2007, España informó haber otorgado al Perú $207,232 (€151,143) para la acción contra las minas, de los cuales, €80,000 ($109,688) fueron dados a la OEA para acciones contra las minas no especificadas y €71,143 ($97,545) en especies, para un curso de instructores de desminado en el Centro Internacional de Desminado Humanitario.
 Como en años anteriores, el financiamiento regional para el desminado en la frontera Perú-Ecuador fue provisto en 2007 sin mayores especificaciones sobre los fondos asignados a cada país. Canadá contribuyó con  C$171,505 ($159,774) e Italia con €14,000 ($19,195), ambos países a través del programa de la OEA de Acción Integral contra las Minas Antipersonal (AICMA). 
 La OEA informó que fondos anteriores de la CE para el desminado de la frontera, comprometidos en 2006 y que ascendían a €1 millón, fueron distribuidos de forma igualitaria entre la acción contra las minas en Perú y Ecuador.
 Un financiamiento de la OEA, específico para el desminado Perú, de $25,196, fue reportado en 2007.
El financiamiento de 2007 es menor que los $500,000 en apoyo internacional estimados por Perú para cumplir con sus obligaciones de desminado y no está dirigido a cumplir con los requerimientos de la AV, cuyos costos estimados no han sido provistos. Perú informó haber recibido $326,836 en financiamiento internacional en 2006 pero no proveyó detalles sobre el financiamiento dado por cada donante. 

En julio de 2008, China otorgó al Perú $100,000 para el desminado en la región fronteriza entre Perú y Ecuador.
 Compromisos monetarios adicionales en 2008 han sido provistos por la República de Corea y Alemania, ascendiendo a un total de $237,110, asimismo, compromisos monetarios o en especie con cantidades no especificadas han sido dados por Austria, Bélgica, China, la CE, Japón, Noruega y los EEUU. 

� Informe del Artículo 7, Formulario A, abril de 2007; y Declaración del Perú, Séptima Reunión de Estados Partes, Ginebra ,21 de marzo de 2006. Dicho El texto puede encontrarse en el Boletín Oficial de Normas Legales del periódico oficial El Peruano, www.gacetajuridica.com.pe


� Informes previos fueron remitidos en abril de 2007 (para el periodo de marzo de 2006 a marzo de 2007), 1 de mayo de 2006, 2 de mayo de 2005 y 6 de mayo de 2004, en abril de 2003 (para el periodo de marzo de 2002 a marzo de 2003) y 16 de mayo de 2002, 4 de mayo de 2001 y 2 de mayo de 2000.


� Declaraciones del Perú, Octava Reunión de Estados Partes, Mar Muerto, 19 de noviembre y 21 de noviembre de 2007.


� La policía produjo la mina DEXA hasta que las facilidades para su producción terminaron en 1994, mientras que la marina produjo las minas CICITEC MG-MAP-304 y la CICITEC MGP-30 hasta que las facilidades para su producción terminaron en 1997. Informe del Artículo 7, Formulario H, 2 de mayo de 2005; Informe del Artículo 7, Formularios E y H, abril de 2003; y la CICR, “Programa de Sensibilización de los Peligros de las Minas Antipersonal”, Lima, 2002, p. 7.
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